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Partido
judicial
número

Primera
Instancia

Instrucción
Primera

Instancia e
Instrucción

Provincia

Comunidad
Valenciana

Alicante: 1 — — 5
2 — — 3
3 9 7 —
4 — — 6

Servidos por
Magistrados

5 — — 2
6 — — 4
7 — — 2
8 — — 9

Servidos por
Magistrados

9 — — 8
10 — — 4
11 — — 2
12 — — 1
13 — — 2

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 64»

2. Se modifica parcialmente el anexo VII de la Ley
38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de
Planta Judicial, de la forma siguiente:

a) Los Juzgados de lo Penal que a continuación se
indican extenderán su jurisdicción a los partidos judi-
ciales que en cada caso se expresan:

«ANEXO VII

Juzgados de lo Penal

Sede
Partido
judicial
número

Observaciones Número de
Juzgados

Provincia Observaciones

Comunidad
Valenciana

Alicante: 3
8

Extienden su jurisdic-
ción a los partidos
judiciales números
4, 8 y 13.

7

2

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9

Castellón: 1 3

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3

Valencia: 6 12

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12»

Artículo tercero.

Se modifica el artículo 20.1 de la Ley 38/1988, de
28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial,
en los siguientes términos:

«El Gobierno podrá modificar el número y com-
posición de los órganos judiciales establecidos por
esta Ley, mediante la creación de Secciones y Juz-
gados, sin alterar la demarcación judicial, oído el

Consejo General del Poder Judicial y, en su caso,
la Comunidad Autónoma afectada.

Por Real Decreto, a propuesta del Ministro de
Justicia y previo informe del Consejo General del
Poder Judicial, se podrán transformar juzgados de
una clase en juzgados de clase distinta de la misma
sede, cualquiera que sea su orden jurisdiccional.

Cuando el juzgado que se transforme esté en
funcionamiento y tenga procedimientos pendien-
tes, conservará su competencia sobre éstos hasta
su conclusión.»

Disposición transitoria única.

En tanto no entren en funcionamiento los Juzgados
de Primera Instancia e Instrucción correspondientes a
las nuevas circunscripciones territoriales creadas en la
presente Ley, mantendrán su competencia los órganos
judiciales que la tuviesen a la entrada en vigor de esta
disposición.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

El Gobierno dictará cuantas disposiciones sean pre-
cisas para la ejecución y desarrollo de lo previsto en
la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 13 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

16716 LEY 27/1998, de 13 de julio, sobre sanciones
aplicables a las infracciones de las normas
establecidas en el Reglamento (CE) número
2271/96, del Consejo, de 22 de noviembre,
relativo a la protección frente a la aplicación
extraterritorial de la legislación de un país
tercero.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Consejo de la Unión Europea ha aprobado el Regla-
mento (CE) número 2271/96 (DO L 309, de 29 de
noviembre de 1996, p. 1), de 22 de noviembre, relativo
a la protección contra los efectos de la aplicación extra-
territorial de la legislación adoptada por un tercer país,
y contra las acciones basadas en ella o derivadas de
ella, y en la misma fecha una Acción Común
(96/668/PESC) (DO L 369, de 29 noviembre de 1996,
p. 7), al objeto de evitar efectos adversos y el no cum-
plimiento de los objetivos que la Comunidad persigue,
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entre otros, la contribución al desarrollo armonioso del
comercio mundial y a la supresión progresiva de las res-
tricciones a los intercambios mundiales, y la libre cir-
culación de capitales entre Estados miembros y terceros
países en el mayor grado posible.

Por otro lado, y con el respeto debido a las normas
del Derecho internacional, otro de los objetivos del Regla-
mento (CE) y de esta Ley es la consecución de un comer-
cio leal evitando las posibles aplicaciones extraterrito-
riales del Derecho de determinados países, aplicación
extraterritorial no admitida por la comunidad internacio-
nal).

El Reglamento (CE) número 2271/96, de 22 de
noviembre, establece que será cada Estado miembro el
que determine las sanciones que deban imponerse en
caso de vulneración de cualquier disposición pertinente
del mismo. A este fin responde la presente Ley, con
la cual se pretende lograr la tutela de los intereses legí-
timos españoles, disponiendo los instrumentos jurídicos
necesarios para evitar los efectos de las disposiciones
normativas que contravienen el Derecho internacional.

Esta Ley se dicta al amparo de los títulos compe-
tenciales que la Constitución atribuye en exclusiva al
Estado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
149.1.3.a, 10.a y 13.a, referidos a las relaciones inter-
nacionales, el comercio exterior y las bases y coordi-
nación de la planificación general de la actividad eco-
nómica, respectivamente.

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la determinación
de las sanciones que corresponden a las infracciones
que resultan de la aplicación, en España, del Reglamento
(CE) número 2271/96, de 22 de noviembre, relativo
a la protección contra los efectos de la aplicación extra-
territorial de la legislación adoptada por un tercer país.

CAPÍTULO I

Infracciones

Artículo 2. Notificación e información sobre medidas
extraterritoriales.

1. Cuando los intereses económicos o financieros
de cualquier persona, contemplada en el artículo 11 del
Reglamento (CE) número 2271/96, se vean afectados,
directa o indirectamente, por las leyes enumeradas en
el anexo de ese mismo Reglamento (CE) o por acciones
basadas en ellas o derivadas de ellas, esta persona lo
notificará a la Comisión Europea en un plazo de treinta
días a partir de la fecha en que tuvo conocimiento de
la información. Cuando se vean afectados los intereses
de una persona jurídica, esta obligación recaerá sobre
los directores, ejecutivos y otras personas con respon-
sabilidad de gestión.

2. A instancia de la Comisión Europea o de la Secre-
taría de Estado de Comercio, Turismo y de la Pequeña
y Mediana Empresa del Ministerio de Economía y Hacien-
da, la persona facilitará toda la información pertinente
a los efectos del Reglamento (CE) número 2271/96,
de acuerdo con la solicitud recibida, en un plazo de trein-
ta días a partir de la fecha de la solicitud.

La información de carácter confidencial o suminis-
trada a título confidencial estará amparada por la obli-
gación de secreto profesional.

3. Toda la información será facilitada a la Comisión
Europea, directamente o a través de la autoridad com-
petente en el Reino de España, para recibir la información
a que hace referencia el párrafo tercero del artículo 2
del Reglamento (CE) 2271/96, del Consejo, y que es

la Secretaría de Estado de Comercio, Turismo y de la
Pequeña y Mediana Empresa del Ministerio de Economía
y Hacienda.

4. El incumplimiento de lo dispuesto en los apar-
tados anteriores será considerado infracción grave.

No obstante, el cumplimiento de la obligación de noti-
ficación a que se refiere el apartado 1 de este mismo
artículo fuera del plazo señalado y con anterioridad a
la recepción de la solicitud de información, a que se
refiere el apartado 2 anterior, será considerado infracción
leve.

Artículo 3. Denegación de cooperación.

1. Ninguna persona contemplada en el artículo 11
del Reglamento (CE) número 2271/96, respetará direc-
tamente o a través de una filial o intermediario, de forma
activa o por omisión deliberada, los requisitos o pro-
hibiciones, incluidos los requerimientos de Juzgados
extranjeros, basados en los textos legislativos que se
enumeran en el anexo del Reglamento (CE) número
2271/96, o derivados de ellos directa o indirectamente,
o en las acciones basadas en ellos o derivadas de ellos.

2. El incumplimiento de la prohibición establecida
en el apartado anterior será considerada infracción grave.

CAPÍTULO II

Régimen sancionador

Artículo 4. Responsables de las infracciones.

1. Se consideran responsables de las infracciones
que se establecen en la presente Ley las personas con-
templadas en el artículo 11 del Reglamento (CE) número
2271/96.

2. En el caso del último inciso del apartado 1 del
artículo 2 de la presente Ley, responderán solidariamente
la persona jurídica y los directores, ejecutivos y otras
personas con responsabilidad de gestión.

3. Estará exonerado de responsabilidad quien
incumpla lo establecido en el apartado 1 del artículo
3 de la presente Ley, cuando haya obtenido previamente
la autorización de la Comisión Europea a que se refieren
los artículos 5 y 7.b) del Reglamento (CE) núme-
ro 2271/96.

Artículo 5. Sanciones.

1. Las infracciones a las que se refiere la presente
Ley serán sancionadas:

a) Con multa de 250.000 a 1.000.000 de pesetas
cuando la infracción sea de carácter leve.

b) Con multa de 1.000.001 a 10.000.000 de pese-
tas cuando la infracción sea de carácter grave.

2. La determinación de la cuantía de las multas,
señaladas en el apartado 1 de este mismo artículo dentro
de los referidos límites, se hará atendiendo en cada caso
a la cuantía de los intereses económicos o financieros
afectados, la reiteración en la comisión de infracciones
y el grado de intencionalidad.

Cuando los intereses económicos o financieros afec-
tados excedan la cantidad de 1.000 millones de pesetas,
la infracción grave podrá ser sancionada con una multa
superior a 10.000.000 de pesetas, proporcional a los
intereses económicos o financieros en presencia y con
un máximo de 100.000.000 de pesetas.
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Artículo 6. Procedimiento sancionador.

1. Las infracciones recogidas en la presente Ley
serán sancionables de conformidad con lo establecido
en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en las nor-
mas reglamentarias que desarrollan la potestad sancio-
nadora.

2. La competencia para iniciar el procedimiento san-
cionador corresponderá al Director general de Comercio
Exterior.

3. Serán órganos competentes para resolver el pro-
cedimiento sancionador:

a) El Consejo de Ministros, si la sanción es superior
a 10.000.000 de pesetas.

b) El Ministro de Economía y Hacienda, si la sanción
es superior a 5.000.000 y no excede de 10.000.000
de pesetas.

c) El Secretario de Estado de Comercio, Turismo y
de la Pequeña y Mediana Empresa cuando la sanción
no exceda de 5.000.000 de pesetas.

Artículo 7. Multas coercitivas.

1. El Ministro de Economía y Hacienda, indepen-
dientemente de las sanciones que correspondan, podrá
imponer, previo apercibimiento, multas coercitivas cuan-
do las personas requeridas a dar información a la Comi-
sión Europea o a la Secretaría de Estado de Comercio,
Turismo y de la Pequeña y Mediana Empresa, de acuerdo
con lo establecido en el artículo 2 del Reglamento (CE)
número 2271/96, y en el artículo 2.2 de la presente
Ley, no atiendan ese requerimiento.

2. Las multas a que se refiere el apartado anterior
se impondrán por un importe de 500.000 a 1.000.000
de pesetas, se reiterarán en lapsos de tiempo que sean
suficientes para atender el requerimiento y tendrán un
máximo global en su cuantía de 5.000.000 de pesetas.

Disposición final primera. Actualización de sanciones.

Se faculta al Gobierno para actualizar, mediante Real
Decreto, el importe de las sanciones previstas por esta
Ley.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

Se autoriza al Consejo de Ministros para dictar, a
propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, las dis-
posiciones necesarias para el desarrollo de la presente
Ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 13 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

16717 LEY 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Pla-
zos de Bienes Muebles.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley 50/1965, de 17 de julio, sobre Venta a Plazos
de Bienes Muebles, constituyó dentro de nuestro orde-
namiento un precedente fundamental en la legislación
protectora de los consumidores, sin excluir al adquirente
de bienes de equipo que se integran en procesos pro-
ductivos. A través del sistema de aplazamiento de pago
y de préstamos destinados a facilitar la adquisición de
los bienes, se pretendió regular una serie de operaciones
que hiciesen posible el acceso a los mismos concediendo
unas importantes garantías al vendedor.

Es característico de la moderna legislación, y muy
en especial de la que responde a la incorporación al
Derecho interno de las Directivas dictadas en el ámbito
de la Unión Europea, el incremento de la protección
que se dispensa al consumidor de todo tipo de bienes
y servicios. Precisamente, la presente Ley se dicta por
imperativo de la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito
al Consumo, cuyo objeto fue incorporar al Derecho espa-
ñol la Directiva del Consejo de las Comunidades Euro-
peas 87/102/CEE, de 22 de diciembre de 1986, relativa
a la aproximación de las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas de los Estados miembros
en materia de crédito al consumo, y su posterior modi-
ficación por la Directiva 90/88/CEE, de 22 de febrero
de 1990. De este modo, en la citada Ley de Crédito
al Consumo se protege al consumidor a quien se concede
un crédito para satisfacer necesidades personales
mediante disposiciones que obligan al concedente a
informar, en los términos legalmente previstos, acerca
de las características y condiciones del crédito, y a man-
tener su oferta durante un plazo determinado. Asimismo,
permite al consumidor, previo cumplimiento de los requi-
sitos exigidos en el artículo 15 de la Ley 7/1995, de
23 de marzo, de Crédito al Consumo, oponer excep-
ciones derivadas del contrato frente al empresario con
el que hubiere contratado y frente a aquél o aquéllos
con los que de algún modo estuviera vinculado por la
concesión del crédito y prohíbe exigir pago alguno al
consumidor para el caso de que no se obtenga el crédito
de financiación previsto. Otras disposiciones que, en defi-
nitiva, redundan en beneficio del consumidor son la defi-
nición de conceptos como coste total del crédito y tasa
anual equivalente, información sobre los anticipos en
descubiertos y límite del interés aplicable a los créditos
concedidos en forma de descubiertos en cuentas corrien-
tes.

La necesidad de modificar la Ley 50/1965 viene
determinada por la coincidencia parcial o superposición
de su ámbito de aplicación con la Ley de Crédito al
Consumo que, en su artículo 1, se refiere a la concesión
de un «crédito bajo la forma de pago aplazado, prés-
tamo». Esta superposición dio lugar a que la Ley de Cré-
dito al Consumo tuviera en cuenta el texto que es hoy
objeto de reforma. Tanto es así que la disposición final
tercera de ésta, a cuyo mandato da cumplimiento la
presente Ley, concede al Gobierno un plazo de seis
meses para presentar a las Cortes Generales un proyecto


